
 
SENTENCIA CONSTITUCIONAL PLURINACIONAL 2542/2012 
Sucre, 21 de diciembre de 2012 
 
SALA TERCERA 
Magistrada Relatora:  Dra. Ligia Mónica Velásquez Castaños 
Acción de amparo constitucional 
 
Expediente:  01874-2012-04-AAC 
Departamento:  Chuquisaca 
 
En revisión la Resolución 252/2012 de 9 de octubre, cursante de fs. 235 a 236 vta., pronunciada 
dentro de la acción de amparo constitucional interpuesta por Luis Igor Rojas Banegas contra Moisés 
Rosendo Tórrez Chivé, Alcalde; Álvaro Ariel Sánchez Pizarro, ex Jefe de Recursos Humanos; y, 
William Marcelo Solís Valencia, Autoridad Sumariante, todos del Gobierno Autónomo Municipal de 
Sucre del departamento de Chuquisaca.  
 
I. ANTECEDENTES CON RELEVANCIA JURÍDICA 
  
 I.1. Contenido de la demanda 
 
 Por memorial presentado el 6 de septiembre de 2012, cursante de fs. 175 a 188, el 
accionante manifestó que: 
 
I.1.1. Hechos que motivan la acción 
 
Ingresó a trabajar a la Alcaldía -ahora Gobierno Autónomo Municipal- de Sucre el 25 de enero de 
2000, en el cargo de Técnico Planificador de la Subalcaldía del Distrito 6, siendo transferido el 2008 a 
la Dirección de Desarrollo Económico como apoyo para cumplir las funciones de Técnico de 
Desarrollo Productivo. Sin embargo, mediante Resolución Administrativa, el Gobierno Municipal de 
Sucre representado por Javier Monterde y otros, inició proceso administrativo interno en su contra, 
que le fue notificado el 27 de julio de 2011. Es así, que el sumariante no lo notificó con el Auto por el 
cual se cerró el plazo probatorio, para posteriormente notificarlo el 12 de septiembre de 2011, con 
la Resolución Final de la Autoridad Sumariante 33/2011, por la que se lo destituyó del cargo, en 
aplicación del art. 73 inc. d) del Reglamento Interno Municipal de Sucre, contra la cual y dentro del 
plazo de ley, interpuso recurso de revocatoria, resuelto mediante Resolución 03/2011 de 27 de 
septiembre, advirtiendo que en el proceso se incluyeron piezas procesales de otro proceso que no 
tiene ninguna relación con el instaurado en su contra, lo que motivó plantee recurso jerárquico, 
cuyo fallo tampoco le fue notificada. 
 
Refiere que respecto a su persona se ha dado flagrante violación al debido proceso, por cuanto las 
autoridades sumariante y superiores que conocieron el proceso, así como los recursos planteados 
dentro de plazo y término legal fueron resueltos fuera de todo plazo y norma legal, como se 
evidencia por la abundante prueba documental existente, ya que las autoridades municipales no 



adecuaron su accionar a ninguna normativa, como la Ley de Procedimiento Administrativo y su 
Reglamento, Ley de Municipalidades, así como la Ley de Administración y Control Gubernamentales, 
lo que se encuentra probado por el acta notarial que adjunta, la cual acredita que la resolución del 
recurso jerárquico fue emitida fuera del plazo legal establecido, y a pesar de ello, dicha 
determinación tampoco le fue notificada, lo que demuestra la flagrante violación y desconocimiento 
de lo que es un proceso administrativo, el respeto que debe existir y sobre todo, el cumplimiento al 
que está sometida toda autoridad a los plazos y procedimientos de ley; reiterando que no lo 
notificaron con la resolución que resolvió su recurso jerárquico y que las nuevas autoridades 
municipales posesionadas, dieron cumplimiento a la mencionada resolución tres meses después, 
emitiendo otra resolución con la que tampoco le notificaron, enterándose de ella cuando le 
entregaron su memorando de destitución, sin tener presente que la Ley de Procedimiento 
Administrativo determina que los errores u omisiones deben ser subsanados por la autoridad que 
conoce el caso; empero, las nuevas autoridades la ratificaron a través del memorando de destitución 
de funciones de 12 de marzo de 2012, que marca el momento final de la consumación continua del 
derecho al debido proceso ya que a través del mismo, recién asumió conocimiento, que en virtud de 
la Resolución de 28 de febrero del año en curso, emitida por la Autoridad Sumariante, se declaró 
ejecutoriada la Resolución Administrativa (RA) 301/2011 de 19 de diciembre, con la que tampoco 
fue notificado, perdiendo de esta manera su trabajo y el derecho a los beneficios sociales y sueldos 
devengados, vulnerando el debido proceso en su vertiente de indebida e insuficiente 
fundamentación de la Resolución 301/2011 de 19 de agosto, que al estar ejecutoriada por medio de 
las autoridades demandadas convalidaron cada uno de los defectos y procedimientos anómalos en 
la tramitación del proceso interno hasta el momento de su destitución, además de lesionar la 
seguridad jurídica y los derechos al trabajo y a la defensa.  
 
I.1.2. Derechos supuestamente vulnerados  
 
El accionante alega la vulneración de sus derechos al debido proceso, al trabajo, a la defensa y al 
principio a la “seguridad jurídica”, citando al efecto los arts. 115.I y II y 178 de la Constitución Política 
del Estado (CPE). 
 
I.1.3. Petitorio 
 
El accionante pide se conceda la tutela solicitada, disponiendo se deje sin efecto: a) El memorando 
de destitución cite 313/012 de 12 de agosto de 2012; b) La Resolución de 28 de febrero de 2012 por 
la que se declara la ejecutoria de la Resolución Administrativa 301/2011; c) Se declare la nulidad de 
todos los actos y procedimientos anómalos hasta el vicio más antiguo; y, d) Se disponga la inmediata 
reincorporación a su fuente laboral, con el pago de sus haberes, con costas, multas y el pago de los 
beneficios que por derecho le pertenecen.  
 
 
I.2. Audiencia y Resolución del Tribunal de garantías  
 
Celebrada la audiencia pública el 9 de octubre de 2012, conforme consta del acta cursante de fs. 233 
a 234 vta., se produjeron los siguientes actuados. 
 
I.2.1. Ratificación de la acción  
 
La parte accionante ratificó la acción planteada y reiteró su petición de concesión de tutela. 
 
I.2.2. Informe de las autoridades demandadas 
 



Los demandados, Alcalde, Autoridad Sumariante y ex Jefe de Recursos Humanos del Gobierno 
Autónomo Municipal de Sucre, en su informe escrito de fs. 229 a 232 y en audiencia a través de sus 
mandatarios, sostuvieron: 1) El accionante refiere en la acción de amparo constitucional, que se le 
inició un proceso administrativo dentro del cual se emitió el Auto de cierre del plazo probatorio; sin 
embargo, de los antecedentes se constata que no lo impugnó ni observó, por lo que al continuar con 
los demás recursos por él planteados, los da por bien hechos; 2) Señala el accionante que fue 
notificado con la Resolución final de 12 de septiembre de 2011, contra la que interpuso recurso de 
revocatoria que fue resuelto el 23 del mismo mes y año y planteó el recurso jerárquico el 28 de 
octubre del referido año, advirtiéndose que transcurrieron más de seis meses. Asimismo, alega una 
errónea notificación, y quiere hacer creer que tuvo conocimiento de esta recién el 12 de marzo de 
2012, para evitar la preclusión de su derecho para presentar la acción de amparo constitucional, sin 
tomar en cuenta que él mismo reconoce que iba seguido a preguntar porque su oficina se 
encontraba cerca a la de la Autoridad Sumariante y que no se haya percatado del hecho, sino 
después de tres meses; sin tener presente que desde que fue notificado con el proceso 
administrativo tuvo conocimiento de los actos procesales que debían cumplirse, resultando su 
negligencia, pues el hecho es de diciembre de 2011; por lo que al haber precluido su derecho, 
corresponde denegar la tutela; 3) Contra el accionante se inició el caso denominado Feria Fantasma, 
del que han derivado dos procesos penales por varios delitos como ser corrupción y otros; además 
de haber transcurrido más de los seis meses establecidos para plantear esta acción constitucional, el 
accionante no agotó la vía administrativa que la ley le señala como es el incidente de nulidad de 
notificación y pretende que este Tribunal de garantías se convierta en un tribunal casacional, lo cual 
no corresponde; y, ahora pretende suplir su negligencia interponiendo esta acción; y, 4) “La 
administración pública cuenta con numerosos actos administrativos; y que cualquier manifestación 
de la actividad de la administración es considerada como acto administrativo” (sic), por lo tanto, el 
conocimiento de éste, es la base para el ejercicio de las garantías administrativas y constitucionales y 
la impugnabilidad a través de los medios recursivos, como lo dispone el art. 27 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo (LPA); en consecuencia, por los fundamentos expuestos solicitan se 
declare la improcedencia in límine  de la acción y en caso de ingresar al fondo, denieguen la tutela 
constitucional demandada, con las condenaciones establecidas por ley.   
 
I.2.3. Intervención de los terceros interesados 
 
El tercero interesado Juan Quispe Flores, concurrió a la audiencia pública señalada para la 
consideración de la presente acción de amparo constitucional; pero, no intervino en la misma por si 
ni a través de un profesional abogado. Con relación al también tercero interesado Javier Monterde 
Llobeth, éste no asistió a dicho actuado procesal, ni presentó ninguna impugnación o 
fundamentación, no obstante su legal citación. 
 
I.2.4. Resolución 
 
La Sala Civil Primera del Tribunal Departamental de Justicia de Chuquisaca, mediante Resolución 
252/2012 de 9 de octubre, cursante de fs. 235 a 236 vta., declaró “improcedente” la tutela 
solicitada; con el fundamento de que la presente acción constitucional no fue dirigida contra 
Verónica Berríos Vergara, quien en su condición de Máxima Autoridad Ejecutiva del Gobierno 
Autónomo Municipal de Sucre, emitió la RA 301/2011 de 19 de diciembre, por lo que el Tribunal de 
garantías no puede ingresar a considerar el fondo de la problemática planteada, sin vulnerar los 
derechos a la defensa de la mencionada autoridad, pues al no habérsele incluido en la tramitación 
de la acción de tutela, no se le permitió brindar el informe respectivo, ni justificar las actuaciones 
cuestionadas en la presente demanda.  
 
II. CONCLUSIONES 



 
Del análisis y compulsa de los antecedentes que cursan en obrados, se establecen las siguientes 
conclusiones:  
 
II.1.  Dentro del proceso administrativo interno, iniciado mediante Resolución 28/2011 de 25 de 
julio, emitida por la Autoridad Sumariante del Gobierno Autónomo Municipal de Sucre, contra el 
ahora accionante Luis Rojas Banegas y otros, por la presunta contravención al ordenamiento jurídico 
administrativo previsto en los arts. 3 y 4 parágrafos II y 13 del Decreto Supremo (DS) 23318-A de 3 
de noviembre de 1992, modificado por el DS 26237 de 29 de junio de 2011, art. 17.a), c), d) y f), arts. 
69 y 71 del Reglamento Interno del Gobierno Autónomo Municipal de Sucre, se pronunció la 
Resolución final 33/2011 de 17 de agosto, por la cual se dispuso su destitución del cargo, en 
aplicación del art. 73 inc. d) del Reglamento Interno antes citado (fs. 73 a 76).   
 
II.2. Contra la citada Resolución final, el accionante interpuso recurso de revocatoria, que fue 
resuelto mediante Resolución 03/11 de 27 de septiembre, que ratificó la resolución impugnada (fs. 
20 a 23 y 58 a 60 vta.). 
II.3. Por memorial de 30 de septiembre de 2011, el accionante planteó recurso jerárquico contra 
la Resolución 03/11 del mismo mes y año (fs. 103 a 106), que se radicó en el despacho de la Máxima 
Autoridad Ejecutiva el 7 de diciembre del indicado año (fs. 16) y mereció la RA 301/2011 de 19 de 
diciembre, confirmando la Resolución recurrida (fs. 14 a 15), cursando en obrados una cédula de 
notificación de “3 de diciembre de 2012” con dicha Resolución (de 19 de diciembre de 2011), en la 
que no se encuentra consignada la firma del accionante (fs. 12). 
 
II.4. A través de la Resolución de 28 de febrero de 2012, la Autoridad Sumariante declaró 
ejecutoriada la RA 301/2011 de 19 de diciembre, sin que conste en obrados notificación al 
accionante con esa Resolución (fs. 8).  
 
II.5. En cumplimiento a la Resolución de ejecutoria de 28 de febrero de 2012, se procedió a la 
destitución del accionante por Memorándum cite 313/012 de 12 de marzo (fs. 87). 
 
III. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DEL FALLO 
 
El accionante, alega la vulneración de sus derechos al debido proceso, al trabajo a la defensa y el 
principio a la “seguridad jurídica”, por cuanto dentro del proceso administrativo interno instaurado 
en su contra por el Gobierno Autónomo Municipal de Sucre, interpuso los recursos administrativos 
de revocatoria y jerárquico; empero, no fue notificado con la Resolución 301/2011 de 19 de 
diciembre, que resolvió el recurso jerárquico, misma que confirmó la resolución impugnada que 
disponía la destitución de su fuente laboral, omisión que fue reiterada con la Resolución de 28 de 
febrero de 2012, que declaró ejecutoriado dicho fallo, en cuya ejecución se emitió el Memorándum 
de 12 de marzo del año en curso, destituyéndolo de sus funciones, momento en el cual tuvo 
conocimiento de ambas Resoluciones, a lo que se suma que existieron vicios de nulidad durante la 
tramitación del proceso, al haber sido emitidas las resoluciones, fuera del plazo establecido e 
insuficientemente fundamentadas. En consecuencia, corresponde determinar si los extremos 
demandados son evidentes para conceder o denegar la tutela solicitada. 
 
III.1.  La acción de amparo constitucional. Su configuración  
 
El orden constitucional boliviano, dentro de las acciones de defensa, instituye en el art. 128 la acción 
de amparo constitucional como un mecanismo de defensa que tendrá lugar contra los “actos u 
omisiones ilegales o indebidos de los servidores públicos, o de persona individual o colectiva, que 
restrinjan, supriman o amenacen restringir o suprimir los derechos reconocidos por la Constitución y 



la ley”. 
 
Del contenido del texto constitucional de referencia, puede inferirse que la acción de amparo 
constitucional es un mecanismo de defensa jurisdiccional, eficaz, rápido e inmediato de protección 
de los derechos fundamentales y garantías constitucionales, cuyo ámbito de protección se 
circunscribe respecto de aquellos derechos fundamentales y garantías, que no se encuentran 
resguardados por los otros mecanismos de protección especializada que el mismo orden 
constitucional brinda a los bolivianos, como la acción de libertad, de protección de privacidad, 
popular, de cumplimiento, etc. Asimismo, desde el ámbito de los actos contra los que procede, esta 
acción se dirige contra aquellos actos y omisiones ilegales o indebidos provenientes no sólo de los 
servidores públicos sino también de las personas individuales o colectivas que restrinjan o amenacen 
restringir los derechos y garantías objeto de su protección. 
 
En este contexto, el amparo constitucional boliviano en su dimensión procesal, se encuentra 
concebido como una acción que otorga a la persona la facultad de activar la justicia constitucional en 
defensa de sus derechos fundamentales y garantías constitucionales.  
 
 El término de acción no debe ser entendido como un simple cambio de nomenclatura, que 
no incide en su naturaleza jurídica, pues se trata de una verdadera acción de defensa inmediata, 
oportuna y eficaz para la reparación y restablecimiento de los derechos y garantías fundamentales, y 
dada su configuración, el amparo constitucional se constituye en un proceso constitucional, de 
carácter autónomo e independiente con partes procesales diferentes a las del proceso ordinario o 
por lo menos con una postura procesal distinta, con un objeto específico y diferente, cual es la 
protección y restitución de derechos fundamentales con una causa distinta a la proveniente del 
proceso ordinario, esto es, la vulneración concreta o inminente de derechos fundamentales a raíz de 
actos y omisiones ilegales o indebidos con un régimen jurídico procesal propio. 
 
En este orden de ideas, la acción de amparo constitucional adquiere las características de 
sumariedad e inmediatez en la protección, por ser un procedimiento rápido, sencillo y sin ritualismos 
dilatorios. A estas características se añade la de generalidad, a través de la cual la acción puede ser 
presentada sin excepción contra todo servidor público o persona individual o colectiva. 
 
Finalmente cabe precisar, que dentro de los principios procesales configuradores del amparo 
constitucional, el constituyente resalta la inmediatez y subsidiariedad al indicar en el parágrafo I del 
art. 129 de la CPE, que esta acción “…se interpondrá siempre que no exista otro medio o recurso 
legal para la protección inmediata de los derechos y garantías restringidos, suprimidos o 
amenazados”.  
 
Lo señalado implica que la acción de amparo constitucional forma parte del control reforzado de 
constitucionalidad o control tutelar de los derechos y garantías, al constituirse en un mecanismo 
constitucional inmediato de carácter preventivo y reparador destinado a lograr la vigencia y respeto 
de los derechos fundamentales y garantías constitucionales, siempre que no exista otro medio de 
protección o cuando las vías idóneas pertinentes una vez agotadas no han restablecido el derecho 
lesionado, lo que significa que de no cumplirse con este requisito, no se puede analizar el fondo del 
problema planteado y, por tanto, tampoco otorgar la tutela. 
 
III.2. El silencio administrativo y las resoluciones tardías  
 
Antes de abordar el tema central de análisis como es el silencio administrativo es necesario 
comprender, lo que implica el acto administrativo; en ese orden, se puede puntualizar que éste se 
denomina a toda declaración de voluntad de la administración pública; es decir, a cualesquier 



decisión que asume un órgano de administración pública que produzca efectos jurídicos sobre el 
administrado. Tiene por objeto la adquisición, modificación o extinción de derechos u obligaciones. 
 
En ese orden, cuando la administración pública no cumple con su obligación de pronunciarse o de 
ejecutar o emitir un acto administrativo, dentro de los plazos máximos legales otorgados al efecto, 
genera lo que se denomina el silencio administrativo, inactividad que provoca que sea valorada 
como una decisión ya sea positiva o negativa, ello con la finalidad de evitar el quiebre del sistema 
jurídico administrativo. Dicho de otro modo, persigue el objetivo que aún en inactividad, la 
administración cumpla con su deber de poner fin a los procedimientos administrativos. 
 
Doctrinalmente el silencio administrativo produce uno de los efectos señalados, según sea el caso, 
ya sea el denominado silencio administrativo positivo o estimatorio, o bien, el negativo o 
desestimatorio. El primero de ellos, ocurre cuando el administrado acude ante el ente público y éste 
no se pronuncia sobre dicha petición dentro del plazo máximo establecido en la norma jurídica; se 
entenderá que dicha omisión implica una aceptación a la solicitud. 
 
El silencio administrativo negativo en cambio, opera cuando le ley expresamente lo determina de 
ese modo, y se refiere a que cuando la administración pública no da respuesta a una solicitud o deja 
de emitir una resolución dentro del término de ley, entonces se entiende que la petición fue 
rechazada, pudiendo a continuación proseguir los medios o recursos de impugnación idóneos.       
 
Con relación al silencio administrativo, vinculado a la emisión de resoluciones tardías, la SC 
0032/2010-R de 20 de septiembre, estableció lo siguiente: “Uno de los problemas que genera la 
técnica del silencio administrativo es precisamente el relacionado con las llamadas resoluciones 
tardías, en ese contexto, es imperante analizar esta temática a partir de los efectos jurídicos tanto 
del silencio administrativo negativo como del positivo, tarea que será realizada a continuación.  
 
En efecto, el silencio administrativo negativo, a diferencia del silencio administrativo positivo, no se 
equipara a un acto administrativo desestimatorio, ya que tiene simplemente efectos 
procedimentales, en virtud de los cuales se apertura el control administrativo o jurisdiccional 
posterior para la impugnación de esta presunción desestimativa, por esta razón, se afirma que esta 
técnica constituye una ficción legal de efectos puramente procesales, bajo este espectro, se tiene 
por tanto que la administración pública -sin perjuicio de la responsabilidad emergente del ejercicio 
de la función pública-, puede emitir las llamadas resoluciones tardías, sin que este acto implique 
vulnerar la garantía de la competencia de la autoridad que omitió pronunciarse dentro de los plazos 
procedimentales establecidos por ley, empero, una vez operado el silencio administrativo negativo y 
en caso de haberse impugnado la presunción de desestimación a la petición del administrado por 
mora de la administración, la autoridad administrativa que omitió pronunciarse en plazo hábil pierde 
competencia, por tanto solamente en este supuesto, ya no podría emitir acto administrativo alguno.  
 
Por el contrario, en el caso del silencio administrativo positivo, considerando que sus efectos se 
equiparan a un acto administrativo estimatorio, la autoridad administrativa que incumplió su 
obligación de emitir el fallo en el plazo establecido por la normativa vigente, no puede emitir un 
nuevo acto posteriormente, salvo que esta resolución tardía conceda la petición del administrado, 
razonamiento por demás lógico si se considera que una de las características del acto administrativo 
es su firmeza y presunción de legitimidad y más comprensible aun porque la administración pública 
no puede anular de oficio actos administrativos, sino únicamente a través de los medios 
administrativos de impugnación o en su caso a través de un control jurisdiccional posterior.  
 
Con relación a la aplicación del silencio administrativo en nuestro país, la precitada Sentencia 
Constitucional, más adelante agregó lo que sigue: “Una vez desarrollada toda la dogmática del 



silencio administrativo tanto en su faceta negativa como positiva, corresponde ahora precisar su 
regulación en el bloque de legalidad administrativa del Estado Plurinacional de Bolivia, en ese 
contexto, en principio, es imperante invocar el art. 17.III de la LPA, cuyo contenido reza lo siguiente: 
'Transcurrido el plazo previsto sin que la Administración Pública hubiera dictado la resolución 
expresa, la persona podrá considerar desestimada su solicitud por silencio administrativo negativo, 
pudiendo deducir el recurso administrativo que corresponda o, en su caso jurisdiccional'; en 
consecuencia, a partir del contenido de esta disposición, se establece que en el Estado Plurinacional 
de Bolivia, se regula como regla general la técnica del silencio administrativo negativo con los 
efectos y características descritas en el Fundamento Jurídico III.4 de la presente Sentencia, empero, 
de acuerdo al contenido del art. 17.V de la LPA y al amparo del principio de taxatividad, se evidencia 
que el silencio administrativo está disciplinado como excepción a la regla general ya que solamente 
opera cuando exista normativa expresa que así lo determine. 
  
Como consecuencia lógica de lo expuesto, se establece además que en caso de operar el silencio 
administrativo negativo, las resoluciones tardías no generan incompetencia de la autoridad que 
omitió resolver la petición en el plazo establecido por ley, sin perjuicio de la responsabilidad 
emergente del ejercicio de la función pública; por el contrario, en caso de operar el silencio 
administrativo positivo cuando así lo establezca la ley, por los efectos de esta institución jurídica, las 
autoridades administrativas no se encuentran facultadas para modificar los efectos de ese acto 
presunto estimatorio a la pretensión del administrado.  
 
Ahora bien, en caso de los recursos jerárquicos, el art. 67.II de la LPA, de forma expresa señala lo 
siguiente: 'El plazo se computará a partir de las interposición del recurso, si vencido dicho plazo no 
se dicta resolución, el recurso se tendrá por aceptado y en consecuencia revocado el acto recurrido, 
bajo responsabilidad de la autoridad pertinente', en el marco del contenido de esta disposición, el 
art. 125 del Reglamento a la Ley de Procedimiento Administrativo, de manera expresa señala en su 
parágrafo segundo que 'el silencio de la administración establecido en el Parágrafo II del art. 67 de la 
Ley de Procedimiento Administrativo, será considerado una decisión positiva, exclusivamente 
previstos en disposiciones reglamentarias específicas, conforme establece el Parágrafo V del art. 17, 
de la citada ley'.  
 
En mérito a las disposiciones antes señaladas, se tiene que en el bloque de legalidad imperante y 
para el caso específico de los recursos jerárquicos, se encuentra disciplinado el silencio 
administrativo positivo como excepción y no así como regla general; es decir, únicamente cuando 
una normativa específica determine expresamente los efectos del acto presunto estimatorio 
denominado también silencio administrativo positivo, en consecuencia, considerando que en esta 
instancia procedimental administrativa opera como regla general el silencio administrativo negativo, 
en concordancia con el Fundamento Jurídico III.4, se establece que en esta etapa, por los efectos 
procesales propios del silencio administrativo negativo, los actos tardíos pronunciados por una 
autoridad administrativa, no vulneran la garantía de la competencia.  
 
Precisada como quedó en la SC 0032/2010-R, la forma en la que opera el silencio administrativo en 
nuestro país, a efectos de resolver la problemática planteada, se hace necesario de igual forma, 
contextualizar la temática referida a las resoluciones administrativas que si bien, fueron emitidas por 
el ente competente, pero se lo hizo fuera del plazo legal, lo que se denomina resolución tardía, la 
que una vez pronunciada surte efectos jurídicos a partir de su notificación; es decir, es válida a 
efectos de su cumplimiento y ejecución, con la respectiva responsabilidad para el servidor público 
que la pronunció incumpliendo los plazos legales. 
 
III.3. Procedimiento administrativo disciplinario para funcionarios municipales de libre 
nombramiento 



 
En materia municipal, cuando se trata de dictámenes y determinación de responsabilidad por la 
función pública, de manera independiente y sin perjuicio de las normas legales que regulan las 
relaciones de orden laboral, se aplican las previsiones contenidas en el DS 23318-A, incluyendo las 
modificaciones realizadas por el DS 26237.  
 
Así que, revisando el mandato contenido en el precitado Decreto Supremo, es posible verificar que a 
partir del art. 23, se establecen los mecanismos de impugnación contra resoluciones emitidas por el 
sumariante dentro de un proceso interno, como son los recursos de revocatoria y jerárquico. El 
primero de ellos a presentarse ante la misma autoridad sumariante que pronunció la resolución final 
del sumario, quien en el plazo de ocho días hábiles, deberá pronunciar nueva resolución, ratificando 
o revocando la primera. 
 
Según el art. 25 del mismo cuerpo normativo, la presentación del recurso jerárquico es idóneo 
contra la decisión que resuelve el recurso de revocatoria; se lo debe interponer ante la autoridad 
que resolvió la revocatoria, quien concederá el recurso en el efecto suspensivo ante la misma 
autoridad ejecutiva de la entidad. En cuanto al plazo para dictar dicha resolución, el art. 29 siguiente, 
dispone que sea de ocho días hábiles computables desde la radicatoria de los antecedentes. 
 
Ahora bien, antes de continuar, es imprescindible definir lo que significa “radicatoria”, puesto que el 
procedimiento indicado por el último de los artículos citados del DS 23318-A, modificado 
parcialmente por el DS 26237, determinó que la resolución del jerárquico deberá ser emitida dentro 
del término de ocho días a partir de este actuado. 
 
Según la doctrina, radicatoria significa presentar, archivar una alegación, moción o documento en 
una oficina, agencia o instrumentalidad oficial, lo que implica que dicho acto se materializa a partir 
de la presentación de una petición, documentación o medio de reclamación ante la administración 
pública; por tanto, corresponderá el inicio del cómputo de los plazos para su atención, a partir de 
dicho actuado procesal, es decir, de su interposición; lo que excluye cualquier posibilidad de 
considerar un nuevo plazo que amplíe el establecido en la norma legal; provocando una retardación 
en la emisión de resoluciones y por ende inseguridad jurídica para el administrado. 
A esta altura del análisis, cabe precisar que existe una sustancial diferencia entre la “radicatoria” 
comprendida en las normas procesales civiles y aquella a la cual se refieren las normas 
administrativas, pues para efectos jurisdiccionales, conforme dispone el art. 232.I del Código de 
Procedimiento Civil (CPC), la radicatoria es un acto expreso que se plasma a través de una 
providencia, la cual, marca una etapa procesal, señalando que, a partir de ella, “…podrán las partes 
presentar nuevos documentos o pedir apertura de plazo probatorio”. Esto se explica en la naturaleza 
de los procedimientos aplicados en la jurisdicción ordinaria, los que se encuentran todavía sujetos a 
formalidades y ritualismos que pese a que no condicen con los principios constitucionales, sin 
embargo, quedaron preexistentes; situación que en definitiva no puede ser equiparada a materia 
administrativa, que basa sus procedimientos en el informalismo, esto es, liberados de 
escrupulosidades, como llegaría a ser un supuesto decreto de radicatoria, pues, por las 
características anotadas, es suficiente la presentación de un documento o petición por parte del 
afectado, oportunidad a partir de la cual, la administración pública, tiene la obligación de atender de 
manera oportuna a la misma, resguardando los plazos previstos por ley. 
 
Reforzando lo desarrollado precedentemente y remontándonos a lo dispuesto por la Ley de 
Procedimiento Administrativo, norma que contiene no solamente previsiones de orden adjetivo, 
sino también sustantivo, son perfectamente aplicables a los procedimientos administrativos para 
comprender el verdadero alcance y límites de la actividad administrativa pública, es posible 
constatar que a partir del art. 66, regula el procedimiento del recurso jerárquico.  



 
Los arts. 66 y ss., regulan el procedimiento del recurso jerárquico, disponiendo que contra la 
resolución que resuelva el recurso de revocatoria, el interesado o afectado únicamente podrá 
interponer el recurso jerárquico ante la misma autoridad administrativa competente para resolver el 
recurso de revocatoria; agregando más adelante, en el art. 66.III que en el plazo de tres días de 
haber sido interpuesto, el recurso jerárquico y sus antecedentes deberán ser remitidos a la 
autoridad competente para su conocimiento y resolución. El art. 67.II del mismo cuerpo legal 
complementa lo señalado, estableciendo que el plazo para emitir la resolución del recurso jerárquico 
se computará a partir de la interposición del recurso.  
 
En resumen, en el ámbito administrativo, el decreto de radicatoria es ajeno a su propia naturaleza, y 
precisamente por ello, es innecesario; y menos puede servir de justificativo para ampliar plazos que 
se encuentran expresamente previstos en las normas legales vigentes. Por ende, una vez presentado 
el recurso jerárquico ante la autoridad que resolvió la revocatoria, ésta última tiene como máximo, 
el plazo de tres días hábiles para remitir el proceso ante la autoridad jerárquica, y a partir del día de 
recepción de dicho recurso, corre el término previsto por el art. 29 del DS 26237-A, es decir, ocho 
días hábiles. 
 
III.4. Relevancia constitucional 
 
 Es pertinente recordar que conforme lo ha establecido la jurisprudencia constitucional en la 
SC 0995/2004-R de 29 de junio: “…los errores o defectos de procedimiento que materialmente no 
lesionan derechos y garantías fundamentales no tienen relevancia constitucional y por lo mismo, no 
son susceptibles de corrección por la vía del amparo, a menos que concurran necesariamente, los 
presupuestos jurídicos que se detallan a continuación: a) cuando el error o defecto procedimental 
en el que incurra el Juez o Tribunal, provoque una lesión evidente del debido proceso en cualquiera 
de sus elementos constitutivos; b) los errores o defectos procedimentales que ocasionan una 
indefensión material en una de las partes que interviene en el proceso judicial, impidiéndole toda 
posibilidad de que pueda hacer valer sus pretensiones, alegando, contrastando o probando; y c) esas 
lesiones tengan relevancia constitucional, es decir, que esa infracción procedimental de lugar a que 
la decisión impugnada tenga diferente resultado al que se hubiera dado de no haberse incurrido en 
los errores o defectos denunciados”. 
 
De lo glosado precedentemente, es posible concluir que el error o defecto procesal será calificado 
como lesivo del derecho al debido proceso sólo en aquellos casos en los que tengan relevancia 
constitucional, es decir, cuando provoquen indefensión material a la parte procesal que los denuncia 
y sea determinante para la decisión final adoptada, ya sea en un proceso judicial o un proceso 
administrativo interno, esto en razón de que no tendría sentido jurídico alguno conceder la tutela y 
disponer se subsanen los posibles defectos procedimentales, si es que finalmente se llegará a los 
mismos resultados a los que ya se arribó mediante la decisión objetada por los errores procesales. 
 
III.5.  Finalidad de las notificaciones 
 
Con relación a este extremo, la SC 0757/2003-R de 4 de junio, del extinto Tribunal Constitucional, 
sostuvo que: “…La notificación (…), tiene por finalidad que el procesado tenga conocimiento del 
proceso …”, del mismo modo ha expresado la jurisprudencia constitucional, al disponer en la SC 
1845/2004 de 30 de noviembre, que: “…los emplazamientos, citaciones y notificaciones 
(notificaciones en sentido genérico), que son la modalidades más usuales que se utilizan para hacer 
conocer a las partes o terceros interesados las providencias y resoluciones de los órganos 
jurisdiccionales o administrativos, para tener validez, deben ser realizados de tal forma que se 
asegure su recepción por parte del destinatario; pues la notificación, no está dirigida a cumplir una 



formalidad procesal en sí misma, sino a asegurar que la determinación judicial objeto de la misma 
sea conocida efectivamente por el destinatario (así SC 0757/2003-R de 4 de junio), dado que sólo el 
conocimiento real y efectivo de la comunicación asegura que no se provoque indefensión en la 
tramitación y resolución en toda clase de procesos, pues no se llenan las exigencias constitucionales 
del debido proceso, cuando en la tramitación de la causa se provocó indefensión (…); sin embargo, 
en coherencia con este entendimiento, toda notificación por defectuosa que sea en su forma, que 
cumpla con su finalidad (hacer conocer la comunicación en cuestión ), es válida”. 
 
III.6. Sobre el deber de motivación de las resoluciones administrativas  
 
 La SC 1326/2010-R de 20 de septiembre, respecto a la motivación de resoluciones 
administrativas, estableció lo siguiente: “La jurisprudencia constitucional ha establecido, que la 
garantía del debido proceso comprende entre uno de sus elementos la exigencia de la motivación de 
las resoluciones, lo que significa, que toda autoridad que conozca de un reclamo, solicitud o que 
dicte una resolución resolviendo una situación jurídica, debe ineludiblemente exponer los motivos 
que sustentan su decisión, para lo cual, también es necesario que exponga los hechos establecidos, 
si la problemática lo exige, de manera que el justiciable al momento de conocer la decisión del 
juzgador lea y comprenda la misma, pues la estructura de una resolución tanto en el fondo como en 
la forma, dejará pleno convencimiento a las partes de que se ha actuado no sólo de acuerdo a las 
normas sustantivas y procesales aplicables al caso, sino que también la decisión está regida por los 
principios y valores supremos rectores que rigen al juzgador, eliminándose cualquier interés y 
parcialidad, dando al administrado el pleno convencimiento de que no había otra forma de resolver 
los hechos juzgados sino de la forma en que se decidió.  
 
La motivación no implicará la exposición ampulosa de consideraciones y citas legales, sino que exige 
una estructura de forma y de fondo. En cuanto a esta segunda, la motivación puede ser concisa, 
pero clara y satisfacer todos los puntos demandados, debiendo expresar el juez sus convicciones 
determinativas que justifiquen razonablemente su decisión en cuyo caso las normas del debido 
proceso se tendrán por fielmente cumplidas. Así la  SC 1365/2005-R de 31 de octubre, entre otras.  
 
En este entendido, las resoluciones deben satisfacer todos los puntos demandados, sin que ello 
signifique que siempre debe existir una respuesta positiva, sino que debe darse una respuesta a 
todos los puntos apelados negativa o positivamente, según corresponda”.   
 
III.7.  La legitimación pasiva en las acciones de amparo constitucional 
 
La SC 1086/2010-R de 27 de agosto, dispuso: “Al respecto el doctrinario, De Vescovi, manifiesta que; 
'la legitimación es un presupuesto de la sentencia de mérito; el juez, previamente a la decisión, debe 
analizar si las partes que están presentes en el proceso, son las que deben estar, esto es, aquellas 
que son los titulares de los derechos que se discuten. Así, si se demanda a dos condóminos por la 
propiedad, y estos son tres, carecerán de legitimación…'. 'La legitimación no es sino la idoneidad de 
la persona para actuar en juicio inferida de su posición respecto al litigio'. (Teoría General del 
Proceso', segunda Edición, Editorial Temis S.A., Santa Fé de Bogotá - Colombia, 1999). 
 
Para que se produzca una relación jurídica procesal válida en cualquier proceso y más aún, dentro de 
un amparo constitucional, no basta la interposición del recurso, deben estar presentes en él, los 
denominados presupuestos procesales, unos de orden formal y otros de fondo: Los presupuestos 
procesales de forma son: a) La forma propiamente dicha de la demanda; b) La capacidad procesal de 
las partes; y, c) La competencia del juez; y los presupuestos procesales de fondo o materiales, son: 1) 
La existencia del derecho que tutela la pretensión procesal; y, 2) La legitimidad para obrar. Los 
presupuestos procesales de forma al igual que los considerados de fondo, son ineludibles al 



momento de la interposición de cualquier acción legal, para que se genere una relación jurídica 
procesal válida.  
 
En ese sentido la SC 0095/2010-R de 4 de mayo, ha señalado: “En la SC 0325/2001-R de 16 de abril, 
con relación a la legitimación pasiva este Tribunal ha establecido que: «…para la procedencia del 
amparo constitucional es ineludible que el Recurso sea dirigido contra el sujeto que ejecutó el acto 
ilegal o la omisión indebida, es decir, el agraviante». En ese sentido, un recurrido carece de 
legitimación pasiva cuando no se da esta coincidencia, así la SC 0410/2001-R de 8 de mayo, 
establece que: '…no se presenta la coincidencia que tiene que darse entre la autoridad que 
presuntamente causó la violación a los derechos y aquella contra quién se dirige la acción'”. 
 
En cuanto al hecho que la autoridad que presuntamente lesionó los derechos del accionante ya no 
es parte de la entidad demandada, el Tribunal Constitucional ha manifestado en la SC 1557/2010-R 
de 11 de octubre que: “Modulando este entendimiento, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
ha establecido las excepciones a la regla antes aludida, así cuando el funcionario o autoridad ya no 
ocupa el cargo en el que se encontraba cuando ocasionó la lesión al derecho o garantía; en estos 
casos, la demanda debe dirigirse contra la persona que en el momento de la presentación de la 
acción, se encuentra desempeñando esa función, a quien sólo le alcanzarán las responsabilidades 
institucionales, más no así las personales, si las hubiere. Al respecto la SC 0264/2004-R de 27 de 
febrero, estableció que: 'La legitimación pasiva es la calidad que se adquiere por la coincidencia que 
se da entre la autoridad que causó la violación a los derechos y aquélla contra quien se dirige la 
acción; empero, debe entenderse que la demanda debe estar dirigida contra la «autoridad» que 
ostente el cargo desde el cual se realizó el acto ilegal o se incurrió en la omisión indebida, sin que 
ello implique que, en caso de existir responsabilidades personalísimas, como la penal, el funcionario 
que haya accedido al cargo con posterioridad al acto lesivo de derechos, tenga que asumir las 
consecuencias únicamente por encontrarse en funciones al momento de iniciarse la demanda y 
porque ésta haya sido dirigida en su contra'”. 
 
Supuestos a los que debe agregarse lo establecido en la SCP 0275/2012 en la que se puntualizó lo 
siguiente: “…la acción de amparo constitucional si bien debe hallarse dirigida contra la autoridad que 
detenta el cargo al momento de la interposición de la misma, es debido a que se debe otorgar 
certeza al administrado, concluyéndose que lo relevante es el cargo en sí, no obstante que sea la 
anterior autoridad la que supuestamente haya lesionado los derechos y que ésta ya no forme parte 
de la entidad, todo esto en el sentido de no traer confusión alguna al respecto”. 
 
En resumen, la legitimación pasiva la tendrá la autoridad que detenta el cargo al momento de la 
interposición de la acción de amparo constitucional, lo que no excluye la posibilidad de incluir a la 
anterior autoridad, quien pese a ya no ocupar dicho cargo, fue quien vulneró los derechos y 
garantías del accionante, ello, con la finalidad de establecer responsabilidades; sin embargo, ante la 
existencia de una nueva autoridad que sustituyó a su predecesora, se dirige la acción contra ella, por 
cuanto es la que tiene la competencia para la reparación de las lesiones ocasionadas cuando así se 
establezca. No obstante lo indicado, la línea jurisprudencial contenida en la SCP 0275/2012, aclaró 
que si bien debe tomarse en cuenta lo señalado, sin embargo, le restó relevancia al tema, 
determinando que lo importante es dirigir la acción al cargo, sin interesar la persona que ocupa el 
mismo; es decir, si fuera la anterior que vulneró sus obligaciones o la nueva que desempeña dichas 
funciones. 
 
III.8. Incidente de nulidad en materia administrativa  
 
El incidente es una cuestión que difiere del asunto principal de un juicio, pero que guarda relación 
con él, es un litigio accesorio al procedimiento judicial principal, que el juez o tribunal deben resolver 



a través de una sentencia interlocutoria o de un acto; su característica principal es que se lo tramita 
de manera paralela al proceso principal. 
 
En ese orden, en la SC 0788/2010-R de 2 de agosto, se refirió lo siguiente: “…conforme se tiene 
señalado en los fundamentos expuestos en el punto precedente, es posible y hasta una obligación 
procesal de quien considere que dentro de un proceso judicial, así esté ejecutoriado, se han 
lesionado las normas de orden público, y por tanto, sus derechos fundamentales previstos como 
garantías judiciales, como es el debido proceso y el derecho a la defensa, interponga el incidente de 
nulidad, demostrando en el mismo su indefensión y por ende lesión de derechos fundamentales, y 
una vez agotada la vía incidental y en su caso la apelación, de persistir la supuesta ilegalidad, puede 
acudir a la jurisdicción constitucional a través de la acción de amparo constitucional”. 
 
De lo señalado se puede colegir que el incidente de nulidad es una figura jurídica de aplicación al 
ámbito jurisdiccional, instancia ante la cual, previo a acudir a la vía constitucional deberá 
demandarse la lesión de derechos fundamentales y/o garantía constitucionales y una vez agotada la 
misma, es decir apelada ante la instancia superior, recién queda expedita la presente acción tutelar. 
 
“En materia administrativa no resulta razonable exigir el cumplimiento de este requisito, porque la 
tramitación de una nulidad en la vía incidental, daría lugar a la emisión de una segunda resolución 
administrativa definitiva, cuando de las características de los actos administrativos, señaladas 
anteriormente, se observa que los actos administrativos definitivos se encuentran revestidos de 
varias características, entre ellas, la irrevocabilidad de los mismos en sede administrativa dado su 
carácter legitimidad del acto, lo que no debe confundirse con su revocatoria en uso de los 
mecanismos de impugnación administrativa, porque en el primer caso, nos encontramos frente a 
una tramitación incidental; es decir, un procedimiento paralelo que podría dar lugar a la duplicidad 
de resoluciones contradictorias con la misma jerarquía y validez, dado que ambas definirían 
situaciones jurídicas concretas, y como actos administrativos, en el marco jurídico antes referido, se 
presumirían legales, legítimas, lo que no es posible, en virtud a que la estabilidad del mismo 
constituye una de sus esencias principales. 
 
En consecuencia cuando se aleguen errores procedimentales cometidos por la administración 
pública, éstos deberán ser impugnados mediante la interposición de los recursos administrativos 
contemplados expresamente en la ley; esto es, dentro del mismo proceso principal, aspecto que 
impide tanto al administrado como a la instancia administrativa, tramitar un incidente de nulidad 
por cuerda separada o accesoria, al margen de los procedimientos de impugnación previstos 
(revocatorio o alzada y jerárquico), porque como se señaló, el mismo órgano emisor de la resolución 
cuestionada, por imperio legal, no está legitimado para anular su propio acto administrativo, un 
razonamiento contrario, infringiría el principio de seguridad jurídica en detrimento del 
administrado” (SCP 0249/2012 de 29 de mayo). 
 
Criterio coincidente con lo expuesto en la SC 2243/2010-R de 19 de noviembre, que sostuvo: 
“Respecto al incidente de nulidad de obrados, cuya presentación es obligatoria en procesos penales 
y civiles, en casos en los que se demanden notificaciones defectuosas o falta de las mismas, a 
efectos del cumplimiento de la subsidiariedad; en el presente caso, emergente de un proceso de 
fiscalización iniciado por el SIN, no es aplicable, al no existir normativa alguna que lo regule, dando la 
posibilidad a los impetrantes de acudir a ese medio de defensa. 
 
Por otra parte, es imprescindible también referirse a otro punto alegado por el demandado en su 
informe, en sentido que ninguna autoridad administrativa o jurisdiccional estaría facultada para 
modificar o anular sentencias o resoluciones administrativas pasadas en autoridad de cosa juzgada, 
ejecutoriadas o que causen estado; por lo que, el pedido de la accionante carecería de justificativo -



debiendo tenerse en cuenta sobre ese aspecto, que la jurisprudencia de este Tribunal determinó que 
cuando una resolución o acto sea ilegal o arbitrario, afectando el contenido normal de un derecho 
fundamental, no se puede sustentar su ilegalidad bajo una supuesta cosa juzgada-. Motivo por el 
que, el demandado no puede impetrar la denegatoria del presente recurso, bajo una supuesta 
imposibilidad de verificar la legalidad o ilegalidad de las notificaciones producidas en el proceso de 
fiscalización, correspondiendo por lo referido, ingresar al examen de la problemática planteada, a 
efectos de verificar si los extremos denunciados por la accionante resultan ser evidentes o si caso 
contrario, el SIN actuó correctamente en las notificaciones producidas en el proceso referido”.  
 
III.9.  Análisis del caso concreto 
 
 En la especie, el accionante denuncia a través de la interposición de esta acción 
constitucional que dentro del proceso administrativo interno seguido en su contra y otros 
funcionarios entonces municipales, se cometieron las siguientes irregularidades: i) La MAE emitió la 
Resolución 301/2011 que resolvió el recurso jerárquico, fuera del plazo legal establecido, con la cual, 
omitió notificarle; así como tampoco se le diligenció con la Resolución que ejecutorió la misma, 
enterándose sobre la decisión asumida cuando le cursaron el Memorándum cite 313/012; y, ii) La 
Resolución 301/2011, fue insuficientemente motivada. Es así, que identificadas las situaciones que 
constituyen la problemática planteada, es preciso referirse a cada una de ellas.  
 
a) Con relación a la emisión de la Resolución 301/2011 que resolvió el recurso jerárquico 
  
  De los antecedentes procesales, se constata que dentro del aludido proceso 
administrativo interno seguido contra el ahora accionante, el 17 de agosto de 2011, se emitió la 
Resolución final 33/2011, disponiendo su destitución del cargo, en aplicación del art. 73 inc. d) del 
Reglamento Interno Municipal de Sucre. Fallo contra el cual, interpuso recurso de revocatoria, 
resuelto mediante Resolución 03/11 de 27 de septiembre de 2011, esta última que ratificó el fallo 
impugnado. 
 
  El viernes 30 de septiembre de 2011, el administrado planteó recurso jerárquico 
contra la Resolución que resolvió la revocatoria, el mismo que una vez admitido por la Autoridad 
Sumariante del Gobierno Autónomo Municipal de Sucre, mediante decreto de lunes 3 de octubre de 
2011, dispuso su remisión a conocimiento de la MAE, lo que se cumplió en la misma fecha, tal cual 
consta en la nota de remisión y en el sello de recepción del despacho de la MAE; envío que se ciñó al 
plazo legal establecido para el efecto. 
 
  En consecuencia, se tiene que la MAE recibió el recurso jerárquico el 3 de octubre de 
2011, lo que equivale a decir que el término para emitir resolución vencía el 13 del mismo mes y 
año; es decir, ocho días hábiles después; no obstante ello, el 7 de diciembre de ese año, cuando 
había vencido superabundantemente el plazo establecido por el art. 29 del DS 26237, pronunció un 
decreto de radicatoria de la causa, después de más de dos meses de su recepción, y finalmente la RA 
301/2011 la emitió el 19 de diciembre de 2011, confirmando las Resoluciones final 33/11 y la de 
Revocatoria 03/2011; es decir, decisión que se declaró ejecutoriada, mediante fallo de 28 de febrero 
de 2012.  
 
  Posteriormente, en virtud a las determinaciones asumidas por la administración 
pública municipal dentro del proceso interno disciplinario seguido contra el ahora accionante, el 12 
de marzo de 2012, se le cursó el Memorándum 313/012, comunicándole que a partir de esa fecha 
quedaba destituido del cargo de Planificador Profesional D-6 con ítem 84, sin derecho al goce de 
beneficios sociales. 
 



  Con relación a los actos administrativos recientemente descritos, y conforme se 
señaló en la jurisprudencia constitucional glosada precedentemente, atendiendo las denuncias 
planteadas por el accionante, se tiene identificado que en efecto, la MAE incumplió los plazos legales 
para la emisión de la Resolución que resolvió el recurso jerárquico interpuesto por Luis Igor Rojas 
Banegas; aspecto que se enmarca perfectamente dentro de lo que se denominan las resoluciones 
tardías, las que si bien, son susceptibles de responsabilidad por parte de las autoridades a cargo de 
su emisión, sin embargo, producen efectos jurídicos, dado que su retardo no implica pérdida de 
competencia, toda vez que el administrado no denunció oportunamente el silencio administrativo, 
cuando venció el plazo para la emisión de la Resolución, sino al contrario aguardó su emisión; lo que 
conlleva a tenerla como legalmente válida. 
 
  Ahora bien, establecido como está que la RA 301/2011 aunque tardía, pero, por las 
razones expuestas, surte efectos jurídicos, corresponde a continuación determinar si la falta de 
notificación al afectado, generó efectivamente indefensión, vulnerando sus derechos a la defensa y 
al debido proceso, y por ende al trabajo. 
 
  Si bien de antecedentes se pudo constatar la existencia de una cédula de 
notificación al accionante con la Resolución que resolvió el recurso jerárquico, correspondiente al “3 
de diciembre de 2012”, de la que no puede avalarse su veracidad, habida cuenta que la precitada 
Resolución data de 19 de diciembre de 2011 y la presente acción se interpuso el 6 de septiembre de 
2012; por tanto, de ninguna manera puede reputarse como válida una diligencia con fecha posterior 
al planteamiento del amparo constitucional, adjuntada al expediente. 
 
  Consiguientemente, no es posible afirmar que el accionante hubiera sido notificado 
con las Resoluciones tanto del recurso jerárquico como el que dispuso su ejecutoria, de las que se 
supone tuvo conocimiento real a tiempo de su notificación con el Memorándum 313/012, es decir, 
el 12 de marzo de 2012. 
 
  Con relación a ello, se debe señalar que la finalidad de la notificación es 
precisamente que el afectado tenga conocimiento del proceso y de las decisiones asumidas en el 
mismo, a efectos de permitírseles activar los medios de impugnación idóneos, y no causarle 
indefensión. 
 
  Sin embargo de ello, en el caso de análisis, se debe remarcar que la omisión de 
notificación está referida a la Resolución del jerárquico y a su ejecutoria, siendo esta decisión, la 
última que agota los medios de reclamación en sede administrativa, no quedando persistente 
ninguna otra forma de impugnación, sino solamente, a decisión de la parte, la vía del proceso 
contencioso administrativo ante el órgano jurisdiccional o bien, la de control de constitucionalidad a 
cargo del Tribunal Constitucional Plurinacional. 
 
  Bajo ese entendido, se tiene que el accionante, activó oportunamente la acción de 
amparo constitucional, por lo tanto, la falta de notificación con las Resoluciones del recurso 
jerárquico y su ejecutoria, en efecto no causaron ningún tipo de vulneración de derechos, por 
cuanto, no se lo colocó en estado absoluto de indefensión en el entendido que ya no le restaba 
ningún otro medio de impugnación que hubiere estado impedido de plantear, como consecuencia 
de la falta procedimental. 
 
  En virtud a lo señalado, y conforme dispuso la jurisprudencia constitucional 
establecida en la SC 0995/2004, los errores o defectos de procedimiento que materialmente no 
lesionan derechos fundamentales y/o garantías constitucionales, no gozan de relevancia 
constitucional, y por lo mismo no son susceptibles de corrección mediante la acción de amparo 



constitucional. Entendimiento que excluye la posibilidad de otorgar la tutela solicitada por la falta de 
diligenciamiento de las notificaciones con las Resoluciones ahora impugnadas, por carecer de 
relevancia constitucional; ya que como se indicó, el afectado pudo activar posteriormente, dentro de 
plazo legal, la presente acción; en consecuencia, la omisión procedimental no le causó 
materialmente indefensión alguna. 
 
  Cabe señalar que para efectos de cómputo de plazos para la activación de la 
presente acción, se debe tomar en cuenta la fecha de notificación con el memorándum 313/012, es 
decir, el 12 de marzo de 2012, fecha en la cual, se constata materialmente que conoció sobre la 
existencia de las Resoluciones de 28 de febrero de ese año, por la que se declaró la ejecutoria de la 
RA 301/2011 de 19 de diciembre, como consta de la lectura del tenor del documento referido. 
 
b) Sobre la falta de motivación de la Resolución 301/2011 
 
Uno de los elementos que componen la garantía del debido proceso, es la motivación que deben 
contener las resoluciones de las autoridades que resuelven una situación jurídica, quienes en virtud 
a esta garantía, están obligados a exponer los motivos que sustentan su decisión.  
 
Dicho ello, a continuación corresponde analizar si la Resolución 301/2011 que atendió el recurso 
jerárquico, se encuentra debidamente motivada y si atendió a todos los puntos impugnados. En ese 
cometido, se tiene lo siguiente:  
 
1. Sobre el primer punto impugnado referido al supuesto incumplimiento del plazo para dictar 
resolución del recurso de revocatoria por parte de la autoridad sumariante, se respondió señalando 
no ser evidente, toda vez “…que de acuerdo a lo cursante en obrados el recurso de revocatoria fue 
presentado en fecha y Resuelto dentro de los 8 días establecido por el Art. 24 del D.S. Nº 26237” 
(sic). De donde se puede colegir que la argumentación se encuentra incompleta, pues no justifica la 
razón de la decisión, es más ni siquiera establece un cómputo correcto y completo de los plazos 
legales, que conlleve al convencimiento de la afirmación realizada por la MAE. 
 
2. Con relación a lo sustentado en sentido que la feria no se hubiera realizado por órdenes 
superiores y que se ejecutará en forma posterior, es un aspecto que se fundamentó de manera 
razonable. 
 
3. Sobre la denuncia del supuesto total estado de indefensión en la que se colocó al procesado, 
por no haber atendido su solicitud de señalar nuevo día hora para su declaración informativa y 
ampliación de término probatorio, y que la autoridad sumariante no hizo nada para revertir dicha 
situación, no se estimó de manera específica, sino solamente de manera general se afirmó no ser 
evidente “…que se estaría violando su derecho a un debido proceso puesto que en todo momento 
tuvo la oportunidad de asumir su defensa y de presentar los descargo que creyere conveniente para 
desvirtuar las sindicaciones en su contra” (sic). 
 
4. Sobre la falta de valoración de la prueba de cargo y descargo, no se realizó ninguna 
consideración, en lo absoluto. 
 
5. Sobre el fuero sindical invocado por el recurrente, es un punto atendido en la Resolución. 
 
6. Finalmente con relación el reclamo sobre la notificación tardía con la Resolución impugnada, 
afirmando que se diligenció a su persona, casi un mes después de su emisión, no se encuentra que 
se hubiera dado respuesta alguna. 
 



Una vez cumplida con la labor de contrastación, se puede concluir que la MAE no efectuó una 
debida motivación, pues desarrolló de manera incompleta los motivos de su decisión, sin dar 
respuesta a todos los puntos demandados; aspecto que determina que se conceda la tutela 
demandada. 
 
III.10.Consideraciones finales 
 
 Al margen de lo desarrollado, es importante realizar ciertas precisiones con relación a los 
fundamentos empleados por el Tribunal de garantías para denegar la tutela impetrada por el 
accionante. 
 
 En ese sentido se puede constatar que declaró improcedente la acción, aunque debió 
denegarla en virtud a la nueva terminología establecida en la Constitución Política del Estado y del 
Código Procesal Constitucional, bajo el argumento que la acción constitucional no se dirigió contra la 
anterior autoridad pública que emitió la Resolución ahora impugnada, como es Verónica Berrios 
Vergara, lo que le impidió ingresar al análisis de fondo de la problemática planteada. 
 
 Con relación a ello, se debe precisar que conforme a la línea jurisprudencial establecida en la 
SCP 0275/2012, es indiferente dirigir la acción contra la antigua o bien contra la actual autoridad que 
ocupa el cargo desde el cual, supuestamente se vulneraron los derechos fundamentales y/o 
garantías constitucionales de los accionantes; y en el presente caso, se cumplió con el presupuesto 
exigido, al entablarse la acción contra Moisés Rosendo Tórrez Chivé, actual Alcalde Municipal de 
Sucre. 
 
Por lo tanto, dicho argumento no es sustentable, y por ende, no puede ser considerado para 
denegar la tutela solicitada por falta de legitimación pasiva. 
 
Finalmente, respecto a lo afirmado por los demandados en su informe escrito, aludiendo que el 
accionante no hubiera agotado las vías de reclamación, al no activar el incidente de nulidad por la 
falta de notificación con la Resolución del jerárquico y la de su ejecutoria, se debe aclarar que tal 
como se desarrolló en el Fundamento Jurídico III.7 de la presente Sentencia Constitucional 
Plurinacional, dicho recurso es idóneo sólo ante procesos jurisdiccionales, más nunca en materia 
administrativa. 
  
En consecuencia, la situación planteada se encuentra dentro de las previsiones del art. 128 de la 
CPE, por lo que el Tribunal de garantías, al declarar “improcedente” la acción de amparo 
constitucional, no efectuó una adecuada compulsa de los antecedentes procesales. 
 
POR TANTO 
  
 El Tribunal Constitucional Plurinacional, en su Sala Tercera; en virtud de la autoridad que le 
confiere la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia, de conformidad con el art. 12.7 
de la Ley del Tribunal Constitucional Plurinacional, resuelve:  
 
1º REVOCAR en parte la Resolución 252/2012 de 9 de octubre, cursante de fs. 235 a 236 vta., 
pronunciada por la Sala Civil Primera del Tribunal Departamental de Justicia de Chuquisaca; y en 
consecuencia, CONCEDER parcialmente la tutela solicitada respecto a Moisés Rosendo Torres Chivé, 
Alcalde del Gobierno Autónomo Municipal de Sucre; y en consecuencia,  
 
2º  Dejar sin efecto la RA 301/2011 de 19 de diciembre de 2011, pronunciada por Verónica 
Berrios Vergara, Máxima Autoridad Ejecutiva del Gobierno Autónomo Municipal de Sucre, así como 



los actuados posteriores a la emisión del mismo; para que, en aplicación de la jurisprudencia 
constitucional vinculante y en resguardo del debido proceso, la nueva autoridad que actualmente 
ocupa el mismo cargo, se pronuncie sobre todos los aspectos impugnados en el recurso jerárquico 
acorde con la doctrina legal que rige en la materia. 
 
3º Se dispone la inmediata reincorporación del accionante a su fuente laboral, en el mismo 
ítem y con el mismo nivel salarial con el que se encontraba antes de la destitución; el pago de 
haberes devengados, incluyendo los beneficios que por derecho le corresponden, sin condenación 
de costas por ser excusable. 
 
4º Remisión de antecedentes a la Comisión de Ética del Concejo Municipal a efectos de 
establecer las responsabilidades que correspondan por la emisión de la Resolución Jerárquica, fuera 
del plazo legal establecido al efecto. 
 
5º DENEGAR la acción con relación a las demás autoridades demandadas, así como respecto a 
la denuncia sobre la emisión de la Resolución 301/2011, fuera del plazo legal establecido y su falta 
de notificación al administrado. 
 
 Regístrese, notifíquese y publíquese en la Gaceta Constitucional Plurinacional. 
 
Fdo. Dra. Ligia Mónica Velásquez Castaños 
MAGISTRADA 
 
Fdo. Dra. Neldy Virginia Andrade Martínez 
MAGISTRADA 
 
 
 


